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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, cinco (5) de julio de dos mil dieciséis (2016)

                                                                 Acta de Aprobación No 595
                                                                       Hora: 7:10 a.m.                                     
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor JUAN DE DIOS RODRÍGUEZ OVIEDO frente al fallo proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta capital, con ocasión de la acción de tutela interpuesta contra la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -en adelante UARIV-.

2.- DEMANDA 

Informa en el escrito de tutela el señor RODRÍGUEZ OVIEDO, que a raíz de la desaparición forzada tanto de su hermano ELVER RODRÍGUEZ OVIEDO como de su señor padre GENARO RODRÍGUEZ CÁRDENAS, en hechos ocurridos en febrero 24 de 1986  y julio 29 de 1987 -respectivamente- en el corregimiento San Juan Bosco de la Verde, ubicada en el municipio Santa Helena del Opón (S/der.)  lo que igualmente generó el desplazamiento forzado de su núcleo familiar, por lo cual solicitó a la UARIV su inclusión como víctima de desplazamiento y desaparición forzada, última éste que no se le reconoció mediante resolución 2015_117560 de mayo 26 de 2015 FUB. BJ000148180, suscrita por la  Directora Técnica de Registro y Gestión de la Información de la UARIV,  frente a la cual interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación en  febrero 26 de 2016, sin que se le hubiera dado respuesta alguna a lo allí pedido, lo que también pidió como medida provisional.

Pide que la entidad accionada dentro del lapso que fije el despacho, dé respuesta clara y precisa al recurso presentado y si el documento allegado posteriormente fue tenido en cuenta para resolver tal pedimento.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El despacho admitió la demanda de tutela y negó la medida provisional elevada, a la vez que ordenó correr traslado de la demanda a la UARIV, sin que se hubiere efectuado pronunciado alguno dentro del término de ley.

3.2- Agotado el procedimiento a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en la que decidió negar por improcedente la acción de tutela al considerar que el actor no demostró haber presentado la petición ante la UARIV, al no advertirse la existencia de copia de recibido de la solicitud o de las guías de correo -a las que aludió en la tutela- ni ante qué unidad territorial se radicó, en tanto para la prosperidad de la acción se requiere acreditar que se elevó el respectivo requerimiento y que éste no fue resuelto.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, el accionante expresa que el no aportar las guías de envío obedeció a un olvido, y procede a allegar copias de las mismas, con lo que demuestra que se enviaron a la dirección correcta, por lo cual pide se analice tal situación con miras a que salga avante su solicitud.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto declaró improcedente la presente acción. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procederá de manera transitoria.
En el presente caso, el señor RODRÍGUEZ OVIEDO concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección del derecho fundamental de petición que considera quebrantado por la UARIV, al no haber resuelto el recurso de reposición y en subsidio de apelación que elevó en febrero 26 de 2016, frente a la Resolución 2015-117560 de mayo 26 de 2016 que le fuera notificada en febrero 17 de 2016, por medio de la cual si bien se incluyó en el Registro Único de Víctimas por desplazamiento forzado, no se obró de igual forma frente a la desaparición forzada de su padre y hermano.
Como así lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

Estima la Sala que en principio, la providencia adoptada por la a quo estuvo bien fundamentada, en tanto de la documentación que se anexó al escrito de tutela no se halló comprobante alguno que permitiera establecer sin dubitación alguna, que el señor JUAN DE DIOS RODRÍGUEZ en verdad hubiera radicado ante la UARIV el recurso de reposición y en subsidio de apelación contra la resolución que de manera parcial resultó desfavorable para sus pretensiones.  
Bajo ese entendido, era evidente que la acción constitucional no tenía vocación de prosperidad, por cuanto el actor, no obstante haber anunciado que entre las pruebas documentales aportadas anexaba “copia guías de envío”, éstas no fueron allegadas ante el Juzgado de instancia, con lo cual se incumplía uno de los requisitos para estimar el derecho fundamental de petición, esto es, que se demuestre que tal pedimento fue recibido por la entidad demandada.

Si bien eso es totalmente verídico, la Sala observa que también se debe llamar la atención acerca de una omisión de parte de la funcionaria de primera instancia, como quiera que de oficio debió requerir al accionante para que subsanara el yerro en cuanto en la demanda el actor había anunciado que tenía en su poder esas guías de envío y que las anexaba a su escrito; es decir, era lógico que al no apreciar la presencia de esos anexos, el despacho de conocimiento requiriera al interesado para que los presentara de manera efectiva y no guardar silencio para al final proferir un fallo declarando improcedente la acción, con el desgaste que esto implica no solo a los usuarios del servicios sino obviamente a la misma judicatura, porque de haberse obrado de esa manera seguramente no tendría razón la apelación y por supuesto la intervención de esta Corporación para corregir un trámite que pudo subsanarse fácilmente desde el comienzo de esta actuación.

Pero como así no se obró, le corresponde a esta Colegiatura aseverar que en sede de impugnación el actor RODRÍGUEZ OVIEDO dejó entrever que el no haber allegado al trámite las referidas guías de envío obedeció a un lamentable olvido de su parte, y en consecuencia procedió a aportar copia de las mismas
, con lo cual certifica que en efecto en febrero 26 de 2016 remitió el escrito de sustentación del recurso e igualmente que en marzo 3 lo complementó con otro donde allegó una prueba extraprocesal que consideraba de importancia para decidir la alzada.

Si bien en las copias arrimadas no se observa con claridad la fecha de entrega de tales documentos, por parte de esta Sala se ingresó a la página Web del servicio de encomiendas Servientrega
, y al rastrear las guías enviadas por el ciudadano se logró establecer que en efecto la correspondencia con número de guía 931429032 fue entregada en la UARIV  en febrero 29 de 2016 e igualmente la guía 931429052 en marzo 3 del año que avanza
, lo que corrobora que el actor RODRIGUEZ OVIEDO sí hizo llegar a tal entidad los documentos con los cuales sustentaba su disenso frente a la decisión que negó su reconocimiento como víctima de desaparición forzada. Así mismo se tiene que dicho recurso fue presentado dentro de la oportunidad que se le concedió para ello -10 días- en tanto la notificación de la Resolución 2015-117560 de mayo 26 de 2015 FUD. BJ000148180 se realizó en febrero 17 de 2016
, y por ende el término para exteriorizar su inconformidad vencía en marzo 2 de 2016, lapso dentro del cual se recibió el recurso, aunque no el escrito que lo complementó.
En el caso objeto de estudio le asistía por tanto razón al ciudadano RODRÍGUEZ OVIEDO al instaurar la acción de tutela porque no obstante que la a la UARIV se arribó el recurso dentro del plazo que le fue concedido, a la fecha no se le ha dado respuesta a la reposición ni mucho menos a la apelación a la que acudió de manera subsidiaria. 
Se ignora de paso -debido al mutismo que durante el presente trámite tuvo la accionada- el motivo por el cual omitió dar cabal cumplimiento a un deber tanto funcional como constitucional de resolver los recursos interpuestos contra las decisiones allí proferidas, lo que conlleva a predicar que no solo ha vulnerado el derecho fundamental de petición, sino igualmente el debido proceso administrativo.

En conclusión, como quiera que por parte de la UARIV se prescindió de dar contestación en forma oportuna al escrito que allí radicó el señor JUAN DE DIOS RODRÍGUEZ OVIEDO en febrero 29 de 2016, se revocará la decisión emitida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) y se tutelará el derecho de petición, así como el debido proceso administrativo, por lo cual se ordenará a la accionada, más concretamente a la Dra. GLADYS CELEIDE PRADA PARDO -Directora Técnica de Registro y Gestión de la Información- y/o quien haga sus veces,  que, de no haberlo hecho ya, dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de esta sentencia proceda a resolver el recurso de reposición que de manera principal interpuso el señor JUAN DE DIOS  RODRÍGUEZ OVIEDO contra la Resolución 2015-117560 de mayo 26 de 2015 FUD. BJ000148180, y/o en subsidio se le conceda el recurso de apelación ante el Director General de la UARIV, como se desprende de su contenido.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA el fallo proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) y en consecuencia SE TUTELA el derecho fundamental de petición y debido proceso administrativo del que es titular el señor JUAN DE DIOS RODRÍGUEZ OVIEDO.

SEGUNDO: SE ORDENA a la Dra. GLADYS CELEIDE PARRA PARDO -Directora Técnica de Registro y Gestión de la Información- y/o quien haga sus veces,  que, de no haberlo hecho ya, dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de esta decisión desate el recurso de reposición que de manera principal interpuso el señor JUAN DE DIOS  RODRÍGUEZ OVIEDO en febrero 29 de 2016 contra la Resolución 2015-117560 de mayo 26 de 2015 FUD. BJ000148180, y/o en subsidio se le conceda la apelación ante el Director General de la UARIV.
TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
     JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-149/13.


� Ver folios 86 y 87 Cdno. de primera instancia. 


� http://www.servientrega.com/wps/portal/inicio


� Ver folio 4 Cdno. del Tribunal.


� Ver folio 16 Cdno. de primera instancia
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